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EL CONTEXTO DE LA NUEVA GERENCIA 
PÚBLICA 

La década del ochenta marca un punto 
de inflexión en el devenir de las relaciones 
económicas internacionales, las cuales sido 
producto de nuevas tendencias en el espa-
cio internacional, así como en las relaciones 
políticas en el espacio nacional latinoameri-
cano. La interrelación dinámica entre socie-
dad, Estado y la intensificación de las inter-
relaciones internacionales, han tenido pro-
fundas repercusiones en las relaciones socia-
les, en el quehacer público del Estado y en 
las relaciones entre las sociedades política y 
sus sociedades civiles. La globalización con-
temporánea ha configurado una transición 
particular entre épocas, en donde las nue-
vas tendencias no logran superar las resis-
tencias, intereses y poderes existentes en las 
sociedades. Sin embargo, ha incidido direc-
tamente en el ejercicio de la función pública 
del Estado y en su práctica institucional. 

A fines de la década del ochenta y prin-
cipios de los noventa, desde los organismos 
internacionales, el propio aparato estatal y 
las organizaciones empresariales trasnacio-
nalizadas, justificaban la necesidad de una 
práctica distinta en el quehacer del Estado, 
para hacer efectiva una mayor expansión y 

apertura mercantil para el capital global, 
como en parte ya se planteaba desde la 
Trilateral1 en la década del setenta, conti-
nuados con los Programas de Ajustes Estruc-
turales en los años ochentas y actualmente 
son los Tratados de Libre Comercio, los que 
otorgan regularidad y correspondencia con 

                                               
* Docente e investigador. Escuela de Administración 
Pública y Sistema de Estudios de Posgrado. Universi-
dad de Costa Rica. Email: 
JUAN.HUAYLUPO@ucr.ac.cr 
1 “Los aranceles, los subsidios a las exportaciones, la 
política industrial, el tratamiento privilegiado, etc., 
son instrumentos usados para implementar nacio-
nalmente una política social que amenaza inheren-
temente los sistemas de la interacción y la interde-
pendencia, los cuales son una fuente de prosperidad 
en el mundo industrial y una precondición para 
satisfacer y sobrepasar las necesidades humanas 
mínimas de los países en desarrollo.” Informe de la 
Comisión Trilateral discutido en Tokio entre el 9 y el 
11 de enero de 1977, elaborado por reconocidos e 
importantes consultores y académicos como: Richard 
Cooper, Karl Kaiser y Masataka Kosaka: “Informe del 
Grupo de Trabajo Trilateral sobre un Sistema Inter-
nacional Renovado”. (Tomado de: Rico, 1978: 100).  
La Comisión Trilateral fue creada “Con objeto de 
asegurar la continuidad de desarrollar análisis pene-
trantes sobre cuestiones de política exterior compli-
cadas, importantes y actuales, opera una organiza-
ción conocida como la Comisión Trilateral. Un grupo 
de líderes de las tres áreas desarrolladas y democrá-
ticas del mundo se reúne cada seis meses para discu-
tir ideas de interés presente para Japón, América del 
Norte y Europa.” (Carter, James. Why not the best? 
Bantam Books. New York, 1976. pp. 145-146. (Toma-
do de: Rico, 1978: 17)  
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el decálogo del Consenso de Washington2. El 
Estado se convertía en el ente responsable 
que limitaba la libertad individual de los 
propietarios, así como culpable de la crisis 
económica y de la inoperancia para resolver 
los problemas sociales, lo cual era consisten-
te con las expresiones en la campaña electo-
ral de Ronald Reagan, quien afirmaba: “No 
tenemos problemas con el Estado, el Estado 
es el problema” (Hinkelammert, 2001a), así 
como, se le culpaba por la ineficacia ante la 

                                               
2 La denominación de Consenso de Washington fue 
dada a partir de la conferencia de John Williamson 
(1990), bajo los auspicios del instituto de Estudios 
Económicos Internacionales de Washington, en la 
cual participaron economistas norteamericanos y 
latinoamericanos. Ahí se postuló la aplicación de un 
decálogo de medidas económicas, que deberían ser 
aplicadas por los Estados, para lograr superar la crisis 
del supuesto “modelo de sustitución de importacio-
nes”. Esas medidas eran: Reducción del déficit fiscal, 
establecer prioridades del gasto público relacionadas 
con el disciplinamiento fiscal, efectuar reformas tri-
butarias, fijación de tasas de interés por el mercado, 
establecer un tipo de cambio fijados por el mercado, 
abrir los mercados sin limitación alguna, incentivar la 
inversión extranjera directa, privatizar las activida-
des del Estado, desregular la economía y promover 
la competencia y la protección a la propiedad inte-
lectual. 
Williamson se preocupaba que sus recomendaciones 
no fueran interpretarse como una imposición de 
Estados Unidos a sus vecinos latinoamericanos, por el 
hecho que fueran apoyadas por los funcionarios más 
influyentes del gobierno, del Congreso, de las agen-
cias económicas gubernamentales y de la Junta de la 
Reserva Federal de EE.UU. El consuelo que compen-
saba sus preocupaciones, era el apoyo obtenido por 
los ideólogos liberales de las universidades de Chica-
go, Harvard y Yale, así como por economistas libera-
les y funcionarios gubernamentales latinoamerica-
nos. Ese consenso es la imposición de un dogma ide-
ológico y político, contrario a los intereses de los pue-
blos y la ciudadanía, los cuales fueron impuestos por 
los mellizos de Bretton Woods (Fondo Monetario 
Internacional y el Banco Mundial) y que los Estados 
latinoamericanos aun aplican disciplinada y rígida-
mente. Ese dogma también es la materialización de 
una alianza política global y estratégica norteameri-
cana con las clases económicas, para que la transfe-
rencia de las riquezas difieran la crisis de ese país 
frente a sus competidores mundiales. 

pobreza, a pesar de los millones de dólares 
gastados, que derivaron a recortes presu-
puestarios y eliminación de programas so-
ciales, desde la práctica gubernamental.  

La nueva época anunciada en las rela-
ciones internacionales estuvo acompañada 
de una destacada presencia ideológica libe-
ral, contraria al Estado, sus instituciones y de 
la función pública. El modelo que se inau-
guraba, que aún es prevaleciente, era el de 
la libertad para el propietario emprendedor 
y competitivo, libre de todo condiciona-
miento social y estatal.  La reconstitución 
ideológica liberal de la década del ochenta, 
rescata las visiones más simplificadoras en la 
comprensión de las realidades, así episte-
mológicamente el individualismo meto-
dológico, sin noción de totalidad orgánica, 
sistémica u holística, cree que los procesos de 
transformación de la economía, sociedad y 
Estado, son producto de la adición de vo-
luntades y acciones individuales, así como 
supone que la aplicación de la normativi-
dad neoclásica en la economía o que la li-
bertad y espontaneidad de actuación del 
mercado, conforma una economía y socie-
dad autoregulada y en crecimiento incesan-
te, lo cual expresamente es la renuncia a la 
explicación de las realidades nacionales y 
global. 

En este contexto surge la Nueva Geren-
cia Pública3 (NGP), integrada al proceso de 
transformación del Estado, de sus institucio-
nes y de la actuación pública.  

“El término ´políticas de gerencia públi-
ca` (public management policy) se co-
rresponde aproximadamente con el 

                                               
3 Término acuñado en Inglaterra y en Australia, por 
cientistas políticos para dar cuenta de los cambios en 
las organizaciones públicas y su gerenciamiento. 
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término convencional, aunque ambi-
guo, de ´reforma administrativa`” (Bar-
zelay, 2001).  

La adopción de la categoría “gerencia” 
como sustituto de la política estatal, no es 
arbitraria, surge de la alta ponderación que 
la actividad del gerente, considerado como 
el artífice del éxito de las organizaciones 
empresariales. De esta manera, su uso como 
en la NGP, no redefine la noción de geren-
cia privada, de la cual toma su nombre y su 
funcionalidad, lo cual es consecuente con la 
visión individualista de la historia y sociedad 
y de los planteamientos de su prominente 
teórico e ideólogo, Peter Drucker y sus fieles 
seguidores. 

“La gerencia es una noción que provie-
ne del sector privado y que alude a su 
específica manera de obtener resultados 
para el mercado. La gerencia pública 
tiene que ver con la introducción en el 
sector público de las técnicas y métodos 
del sector privado con el fin de hacer 
más eficientes y más eficaces las organi-
zaciones públicas.” (Olias, 2001: 3). 

La calificación de lo nuevo en la NGP, 
sólo estaría dada por la aplicación de 
métodos, instrumentos y prácticas de la ac-
tividad empresarial privada al quehacer 
estatal, aun cuando la gerencia es una 
práctica que corresponde a la designación 
de la representatividad de propietarios pri-
vados, en la administración de sus intereses, 
propiedades y recursos para la generación 
de rentabilidad financiera. El traslado 
mecánico de la gerencia privada a la ge-
rencia pública, tiene una apariencia formal 
e instrumental, sin embargo, constituye un 
cambio radical en la transformación del 
Estado.  

La NGP ideologiza la gerencia al valo-
rarla como una máquina de hacer dinero, 

independientemente de las personas que 
trabajan y de aquellas que compran y con-
sumen lo producido, del medio social donde 
se produce o realiza la producción, así co-
mo, de la competencia existente. Asimismo, 
la sobreponderación de la gerencia condi-
ciona una valoración universal y estandari-
zada, en donde los tiempos-espacios de ca-
da sociedad sean apreciados solo como ob-
jetos de las decisiones y acciones de la ge-
rencia. De esta manera, se pierde toda es-
pecificidad, no sólo histórica y social de la 
práctica gerencial, sino también se hace 
indistinguible las diferencias entre las orga-
nizaciones, así como entre la acción pública 
y privada.   

Esta visión monocausal de la gerencia 
niega la complejidad y la multicausalidad 
de los procesos sociales, así como el papel de 
la división del trabajo en las organizaciones, 
pero también, al concebirla como la aplica-
ción de una serie de procedimientos, inter-
preta a la gerencia como mediadora de 
aplicaciones técnicas, que pretendidamente 
le garantizan precisos y específicos resulta-
dos. Sin embargo, las decisiones gerenciales 
caracterizadas, en determinados momentos, 
por aplicaciones de técnicas administrativas 
como benchmarks, reingeniería, downsizing, 
rightsizing, empowerment, outsourcing, etc., 
no tienen vigencia ni universalidad más allá 
de las circunstancias y determinaciones so-
ciales que inciden en el uso y resultados de 
las aplicaciones técnicas. (Coriat, 1982; 
1992a; 1992b). 

La individualización de la causalidad 
de los resultados, así como la cosificación y 
la despersonalización de la NGP, es una 
visión compatible con aquellas que imagi-
nan que con sólo aplicar procedimientos 
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técnicos es posible garantizar los resultados 
en las funciones en cualquier organización. 
Esta concepción se ha revelado a la luz de 
los conocimientos científicos contemporáne-
os, como falsos epistemológica, teórica y 
empíricamente. La eficacia y eficiencia de la 
función pública y privada no depende de la 
actuación de un individuo, sea gerente, ti-
rano, monarca o expremio Nobel. 

 
LO PÚBLICO EN LA NUEVA GERENCIA 

PÚBLICA 

La reforma del Estado ha dejado de ser 
objeto de debate y polémica en el quehacer 
estatal y académico, sin embargo, no ha 
perdido vigencia ni trascendencia en el 
quehacer institucional del Estado, para ser 
silenciosa y sigilosamente aplicada4. Una de 
las expresiones de la reforma estatal, es el 
de asumir que la forma de conducción de 
las instituciones públicas, será de manera 
gerencial o la adopción de la Nueva Geren-
cia Pública, que es su equivalente. Cambio 
que no es sólo de nombre, de las jefaturas o 
direcciones de las instituciones, sino un cam-
bio en los propósitos de la acción estatal.  
Así, la acción estatal en favor de la satisfac-
ción de las necesidades de la ciudadanía y 
la población nacional, concebida como polí-
tica pública es sustituida por la gerencia 
pública,  aun cuando no son equivalentes ni 
suponen procesos similares, por el contrario 
es posible afirmar que entre la política 

                                               
4 En el caso costarricense la Comisión pluripartidista 
para la Reforma del Estado (COREC, 1990), tuvo 
una efímera existencia, así como los ministerios sin 
cartera de Reforma del Estado han desaparecido, 
aún cuando el proceso de transformación de las 
instituciones públicas, es continúo en su reorientación 
al servicio de concesionarios, propietarios e inversio-
nistas y el debilitamiento del servicio público. 

pública y la NGP, implican logros contradic-
torios.  

Lo público queda reducido a la deci-
sión, voluntad y acción de la NGP, que en 
una lógica pragmática y utilitarista, deberá 
actuar con una racionalidad que valorice 
las inversiones e incremente del patrimonio 
estatal. La conversión del quehacer estatal 
en la emulación del privado, es una ilusión 
liberal que pretende universalizar la sacrali-
zación de la rentabilidad privada sobre el 
bienestar social, este argumento es a la vez 
una justificación para posibilitar la expan-
sión de la riqueza de los propietarios, sin 
ningún tipo de regulación social ni estatal. 
En esa perspectiva, se ubican los intentos 
por hacer empresarios a los trabajadores y 
pobres, así el Estado no tendría que mante-
nerlos; “enseñar a pescar y no darles el pes-
cado”, es una de las consignas, que acom-
pañan la práctica antiestatal y contraria a 
la política pública del liberalismo contem-
poráneo. Sin duda, no es posible imaginar el 
capitalismo como un mundo de empresa-
rios, porque es irreal e inexistente. El capita-
lismo crece y se expande por los no propie-
tarios, sin la colectivización del trabajo pro-
ductivo y sin la apropiación del trabajo de 
los no propietarios no existe capitalismo. 
Asimismo, los denominados micro y peque-
ños empresarios, no son estrictamente em-
presarios, porque la lógica de sus “negocios” 
no es la reproducción ampliada de capita-
les, sino de reproducción simple, de una 
modalidad económica no capitalista, que 
sirve para la satisfacción de sus necesidades, 
o dicho de otra manera, sus “ganancias” son 
formas transfiguradas de salarios, como 
tampoco su inversión no constituye capital 
para ellos, sino para quienes le prestan el 
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dinero y para quienes les venden lo necesa-
rio para su actividades. 

La intencionalidad economicista en la 
transformación estatal y la NGP, es valora-
da como muy importante, no sólo porque 
evita la trasferencia de recursos para la ac-
ción social, sino porque proporciona rentabi-
lidad a las instituciones públicas, lo cual ali-
mentara de nuevos recursos para el creci-
miento económico. De esta manera, se 
asume que todas las relaciones sociales de-
ben estar supeditadas y condicionadas por 
las relaciones económicas para el crecimien-
to, lo cual es una lógica y una práctica libe-
ral economicista que supera las visiones ma-
terialistas más radicales del marxismo tradi-
cional del pasado.  

Esta visión pragmática, es la materiali-
zación de una visión que aprecia al gasto 
social como innecesario, suntuario, protec-
cionista y generador de ineficiencia, así co-
mo, constituye una justificación para liqui-
dar la función social o pública del Estado. 
De esta manera, el gasto social es converti-
do en inversión, no por el efecto multiplica-
dor en la economía o el bienestar, sino por-
que absorbe excedentes que son lucrativos e 
inmediatos. La subejecución presupuestal o 
el desfinanciamiento de las actividades de 
las instituciones públicas del Estado, son in-
feriores a la captación de ingresos por los 
servicios públicos esperados, lo cual constitu-
ye una forma de captación de recursos del 
Estado para las finalidades y prioridades 
que no necesariamente son públicas.  Asi-
mismo, el uso productivo estatal y privado 
del salario de los trabajadores, sea por el 
salario escolar, el ahorro obligatorio o los 
sistemas de pensión complementarios, han 
convertido al salario de los trabajadores en 

capital en manos de las entidades financie-
ras privadas o estatales, mientras que sus 
propietarios, los asalariados, no deciden 
sobre su destino ni tienen asegurado su dis-
ponibilidad al momento de pensionarse, por 
los riesgos financieros de la inversiones de los 
bancos.  

Con la NGP se desfigura o desaparece 
la noción de lo público, de aquello que es 
común a todos, con igualdad de derechos y 
facultades ciudadanas, así como, con capa-
cidad para definir democráticamente un 
destino colectivo. Lo público, no es un atri-
buto que emane del Estado, sino de la vo-
luntad, necesidades y aspiraciones orgánicas 
de la sociedad civil, que el Estado debería 
ejecutar por la determinación dependiente 
de su sociedad, así como por su representa-
tividad social, en una sociedad integrada e 
interdependiente. La sociedad capitalista 
ha unificado todas las actividades de la so-
ciedad, así como ha creado las condiciones 
para la articulación de distintos intereses 
sociales, pero integrados en un proceso na-
cional compartido. Esto es, lo público no es 
una ficción ni una abstracción metafísica, es 
una condición colectiva, no de algún exclu-
sivo actor social, por ello, la existencia del 
interés general de la sociedad (Bobbio, 1984; 
Rangeon, 1986), así como el surgimiento de 
los Estados Benefactores (Ashforf, 1989). El 
que se imponga un interés social particular 
excluyente, en la acción estatal, es la nega-
ción de lo público, así como de la represen-
tación de la colectividad nacional. La políti-
ca pública y la legitimidad social, son proce-
sos complementarios, así como la goberna-
bilidad y la democracia, mientras que la 
ilegitimidad es la respuesta social ante la 
inoperancia o renuncia del Estado de repre-
sentar los intereses y ejecutar acciones públi-
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cas, con lo cual, se transgrede la democracia 
y se responde socialmente con oposición, 
desobediencia y conflicto en las relaciones 
en la sociedad y contra el Estado.  

Lo público es la manifestación política 
de la sociedad civil, que obliga al Estado a 
su representación, a riesgo de perder legiti-
midad o de poder de regulación sobre la 
colectividad nacional. Pero, lo que es común 
a una heterogénea y desigual colectividad, 
supone e implica democracia, o la articula-
ción unitaria de intereses diversos, lo cual no 
es la imposición de la mayoría sobre las mi-
norías, sino el respeto a la heterogeneidad y 
necesariamente presente e integrado en 
cualquier proyecto y acción nacional y esta-
tal. 

Un Estado al representar a la heteroge-
neidad de su sociedad, realiza una lectura 
nacional y actúa unitariamente, no idénti-
camente, en todos los segmentos de la so-
ciedad, otorgando al Estado un poder que 
emana de una legitima actuación pública 
(Bobbio, 1984). La acción protagónica esta-
tal sobre lo público, ha estado dada por ser 
el único ente que ha representado la hete-
rogeneidad en el espacio nacional, pero no 
es inmanente al Estado, ni pertenece al ca-
pital, pertenece a la colectividad, a la arti-
culación compleja, funcional y contradicto-
ria, de todos los actores sociales. La encar-
nación del interés general de la sociedad 
por parte del Estado, tampoco ha sido un 
proceso espontáneo ni automático, implicó 
en algunos casos, auténticas revoluciones y 
transformaciones democráticas desde la 
sociedad civil. Así, la constitución de lo 
público es simultánea a la construcción de la 
democracia, de los derechos humanos y ciu-
dadanos y de la política pública. Esas rei-

vindicaciones fueron conquistas construidas 
colectivamente e impuestas para ser garan-
tizadas y respetadas socialmente, no han 
sido obsequios de caudillos, presidentes ni de 
gobiernos. 

La revolución francesa, la americana y 
la revolución bolchevique, inauguraron lo 
público, de lo común, de lo igualitario y 
solidario en el en la historia moderna del 
mundo, mientras que la revolución mexica-
na y la guerra civil costarricense, lo hicieron 
en el espacio latinoamericano. La constitu-
ción de lo público en tal sentido, tiene la 
impronta de la situación y condición de las 
sociedades, producto de la acción colectiva 
en la transformación de su destino, así como 
ha adoptado las formas y peculiaridades 
propias de su condición histórica. El estable-
cimiento de lo público, surgido en las luchas, 
debates y confrontaciones con lo privado o 
con la pretensión de imponer lo privado 
como si fuera público, ha sido una regulari-
dad de gran parte de la historia política de 
nuestros pueblos, aspiraciones en muchos 
casos, inacabadas, frustradas o derrotadas.  

Los procesos históricos que lograron 
conformar Estados comprometidos con el 
desarrollo nacional, eran distintos de aque-
llos que sólo velaban por los intereses de 
sectores privilegiados de la sociedad. La 
conformación de Estados con una visión de 
la totalidad nacional, no era sólo el horizon-
te del ejercicio del poder, sino también el 
espacio social de su accionar. En Costa Rica 
la conformación de ese Estado Nación o 
Moderno, estuvo acompañado de una gue-
rra civil -1948-, que consolidó las tendencias 
para incorporar y representar a los distintos 
sectores sociales en una orientación que vin-
culaba el crecimiento económico con el res-
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peto de los derechos ciudadanos y la am-
pliación del bienestar colectivo. En ese pro-
ceso, ese Estado había unificado el mercado 
interno, así como apoyado, mediado y con-
dicionado las relaciones de la sociedad con 
el poder económico. Bastaron algo más de 
tres décadas, para que ese Estado fuera 
considerado disfuncional a las nuevas condi-
ciones existentes. La necesidad de expansión 
del capital mundial impuso pautas directa e 
indirectamente, a través de entes de apa-
riencia internacional, para la transforma-
ción de los Estados, en las relaciones con la 
sociedad y en su representación e interven-
ción con los distintos actores sociales5. 

De esta manera, la reforma del Estado 
o mejor dicho su transformación radical, es 
la reversión del pasado estatal, de uno mo-
derno a otro atrasado, donde prevalece la 
representación de los propietarios sobre lo 
público y con ello la desaparición de la polí-
tica pública, o la perdida y renuncia estatal 
a la representación de la colectividad6.  

Los drásticos cambios ocurridos en el Es-
tado, violentan y transgreden la constitu-
ción originaria del Estado Social o Benefac-
                                               
5  Los Estados, las democracias y las políticas públicas, 
han sido concebidos desde la Trilateral, como la 
fuente que limita la expansión de las relaciones 
económicas internacionales, así como la posibilidad 
de ejercicio del poder político en las sociedades, en 
tal sentido la transformación del Estado ha sido una 
de las primeras condiciones para impedir que los 
intereses y posiciones nacionales impongan limites a 
la expansión norteamericana, lo cual tiene a su vez 
una directa y negativa incidencia contra la demo-
cracia y las políticas públicas. 
6  La crisis de la actuación pública del Estado, es una 
consecuencia directa de la crisis del Estado de Bienes-
tar, no por obsoleto, sino por la imposición de pode-
res arbitrarios que representan a sectores privilegia-
dos de la sociedad. La perdida de democracia es una 
de sus manifestaciones, así como la perdida de repre-
sentación de la heterogeneidad social por parte del 
Estado. 

tor en Costa Rica. La emergencia y partici-
pación de los distintos actores sociales del 
pasado, se diferencian profundamente de 
las prácticas concertadoras de las altas esfe-
ras del poder político, con las cámaras em-
presariales coludidas con el poder económi-
co de potencias económicas y empresas glo-
bales7. El Estado Benefactor en Costa Rica 
ha sido tomado por asalto y capturado en 
su representación para garantizar el interés 
de propietarios globales (Huaylupo, 1999, 
2003; Calvo, 2001; Hinkelammert, 2001b). 
La usurpación de lo público esta acompa-
ñado de procesos de ilegitimidad, perdida 
de capacidad fiscalizadora y notorias mani-
festaciones de corrupción estatal, las cuales 
se revelan como formas de mediación de 
poderes trasnacionales.  

El silencio, el doble discurso guberna-
mental, la emisión de leyes antipopulares, el 
abandono de las políticas sociales conquis-
tadas, el ejercicio estatal a favor de las mi-
norías empresariales, la trasgresión al orden 
social, etc., estuvo acompañado del debili-
tamiento de las formas orgánicas de los asa-
lariados y de los partidos políticos que pre-
tendían representar los intereses de las ma-
yorías. El cerco contra el Estado Benefactor 

                                               
7 La reciente discusión en Costa Rica en torno del 
TLC, previa al referendo, muestra la posición asumi-
da por la administración gubernamental del Dr. 
Oscar Arias, quien a pesar de representar a totalidad 
de la sociedad, tomo una posición unilateral a favor 
de un proyecto económico y político norteamericano 
y sus socios nacionales, en contra de importantes 
sectores sociales y de posiciones que adversaban 
dicho tratado internacional. La desigualdad en el 
uso de los recursos del Estado a favor del TLC, así 
como la revelación de una campaña política mani-
puladora, desde el gobierno, para crear miedo y 
desesperanza en la población sobre el futuro laboral 
y económico del país, sólo son algunas de las eviden-
cias la parcialidad de un Estado que ha renunciado 
a la representación de la colectividad nacional. 
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y su representación social8, se iniciaba con 
las regulaciones de los órganos de Bretton 
Woods, las cuales contaron con aliados en la 
clase política y empresarial en los medios 
nacionales. 

El nuevo Estado es un ente sin capaci-
dad ni propósito de regular ni orientar el 
desarrollo de la sociedad. Las imposiciones 
liberales han destruido la facultad estatal 
de supeditar a los empresarios, los cuales son 
más libres, mientras que los asalariados y 
desempleados son más subordinados y po-
bres que en el pasado. 

En ese contexto, la prensa costarricense 
se ha constituido en una fuerza desmovili-
zadora que aisló a las mayorías, a sus orga-
nizaciones y sus demandas, mientras que 
aglutinadora, vocera y socia de las elites 
empresariales, convertidos hoy en día tam-
bién en clase política. La unidad política de 
los sectores privilegiados de la sociedad con-
trasta con la atomización de los asalariados 
y pobres del país. 

Los procesos de privatización del bien-
estar y la apropiación de las funciones del 
Estado, convirtieron al ente que paliaba la 
inequidad, en un activo actor generador de 
desigualdad y pobreza. La Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe 
(CEPAL, 1999, 2001a, 2001b; Ocampo, 
2001), evidencia las sucesivas décadas per-
didas en la degradación del bienestar del 
espacio social latinoamericano, la cual es 
producto del efecto combinado de incre-
mentar las ganancias del capital mundial y 

                                               
8 Son diversas las interpretaciones en torno de la crisis 
del Estado Benefactor, o lo que es equivalente al 
debilitamiento de la democracia y el fin de la políti-
ca pública, entre otros: Isuani, Lo y Tenti (1991); Mish-
ra  (1992); Tomassini (1994)  

particularmente del norteamericano, de 
disminuir las formas de distribución de los 
excedentes generados social y nacionalmen-
te, así como la agudización de las tasas de 
explotación, desocupación, disminución real 
de los salarios, aumento de las formas regre-
sivas de tributación y el paulatino abando-
no del Estado de sus funciones sociales. Las 
tendencias contemporáneas del sistema 
capitalista agudizan y polarizan las socie-
dades, en una coyuntura particular de ma-
yor competitividad, que demanda la inten-
sificación de la integración de los mercados 
del mundo. 

El liberalismo en la reforma del Estado, 
desconoce la trascendencia de los logros 
alcanzados por las sociedades en su demo-
cracia, calidad de vida y bienestar, así co-
mo, en el acceso a la educación o en el valor 
social a la fuerza de trabajo, conquistadas a 
través largas luchas populares, las cuales 
eran respetadas y amparadas estatalmen-
te. Ignorar o descalificar los logros alcanza-
dos, es una posición contradictoria del libe-
ralismo, dado que fueron periodos donde se 
expandieron y consolidaron extraordina-
riamente las relaciones capitalistas y mer-
cantiles. Las transformaciones del Estado 
que privatizan el bienestar, son desfalcos al 
pasado y provocaciones al presente. 

La pobreza es una consecuencia de los 
procesos de exclusión del sistema prevale-
ciente, pero también es una expresión de la 
actuación estatal. El que América Latina 
evidencie tener la mayor brecha social del 
planeta (Kliksberg, 1998), es una preocupa-
ción que polariza a las sociedades, limita su 
desarrollo y radicaliza las alternativas.  Sin 
embargo, esta interpretación no goza de la 
aceptación liberal, que asume que la in-
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efectividad estatal es un problema de con-
ducción administrativa de las organizacio-
nes públicas, o más particularmente, como 
un asunto de gerenciamiento de los recursos 
del Estado. 

“… ¿Cómo impulsar programas sociales 
desde estructuras ministeriales, hechas 
para operar con rigidez, criterios bu-
rocráticos y procedimientos fijos, cuando 
dichos programas exigen ´lo opuesto`, 
flexibilidad, interpretación de la reali-
dad, adaptación a hechos no previsi-
bles? 
Por otra parte, a nivel macro supone 
complejos problemas de coordinación 
interinstitucional al interior del Gobier-
no, entre Gobierno y comunidades, en-
tre Gobierno y ONGs, entre ONGs y co-
munidades.” (Kliksberg, 1997: 92). 

La carencia de una visión de totalidad 
de la realidad social, presente en la concep-
ción de la gerencia, sólo permite apreciar 
acciones exitosas a las decisiones y acciones 
de individuos, los cuales supuestamente al-
teran la actuación social de las instituciones 
públicas, haciéndolas eficaces y eficientes, 
independientemente de iniquidad y pobre-
za, como de la estructura de exclusión exis-
tente. 

Las acciones individuales y concretas 
constituyen el punto de inicio y de término 
de toda práctica gerencial, las cuales con las 
tecnologías administrativas empleadas, su-
puestamente se garantiza la obtención de 
los resultados esperados. Esta posición es 
una visión instrumental, que sólo aprecia la 
forma y no el contenido, la apariencia y no 
la esencia del quehacer estatal. Creer que 
hacer bien las cosas, es seguir los estándares 
y las aplicaciones, independientemente de 
las cualidades históricas y estructurales de la 
sociedad. Esta posición metafísica imagina 

que el pasado, cultura, etc., de las socieda-
des, carecen de capacidad condicionadoras 
sobre el presente, el cual puede ser modifi-
cado según el poder prevaleciente.  

“Sin embargo, en América Latina se ob-
servan serias dificultades para trabajar 
a partir de la especificidad. Todavía 
predominan como implícitas, las visiones 
de que este sería un campo semejante a 
tantos otros, en donde lo que se requiere 
es simplemente mejorar las soluciones 
gerenciales usando gerencia más actual, 
copiada o trasladada de otras áreas. 
Particularmente se centra el énfasis en 
años recientes en esperar ´milagros` del 
traslado mecánico de modelos gerencia-
les provenientes del campo privado.” 
(Kliksberg, 1997: 92). 

Los procesos de planificación nacional o 
las acciones concertadas, en razón de las 
peculiaridades de las realidades, para la 
consecución de propósitos públicos vincula-
dos con la calidad de vida, el bienestar y el 
interés general de los habitantes, son ataca-
dos como improcedentes por el liberalismo, 
por la presencia y poder otorgado al Esta-
do. La NGP forma parte de la continuidad 
ideológica y tecnocrática del liberalismo 
antiestatista, pero con un discurso eficientis-
ta y con la apariencia de mejoramiento del 
quehacer estatal en la generación de sus 
servicios institucionales, pero sin garantizar 
lo público ni compensando las iniquidades 
generadas por el sistema imperante. Las 
perspectivas del desarrollo futuro y las aspi-
raciones ciudadanas carecen de significación 
en el quehacer de la NGP, para estar exclu-
sivamente centradas en el corto plazo, así 
como referidas exclusivamente a la forma 
como se ejecutan las actividades específicas. 

Desde la perspectiva de la gerencia en 
las instituciones sociales del Estado, desapa-
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rece la política pública y particularmente la 
política social, así como la planificación del 
desarrollo social y nacional, para sólo im-
portar el quehacer individual del gerente en 
las entidades públicas, promoviendo el ejer-
cicio autocrático del poder. Desde una con-
cepción pseudo racional y eficientista se eli-
mina de “golpe y porrazo”, la gestación 
histórica de los Estados como garantes de los 
derechos humanos, de la reproducción social 
y de la calidad de vida de los ciudadanos. 

El individualismo gerencial, asume que 
la práctica instrumental tiene una mayor 
capacidad determinadora en la productivi-
dad de las instituciones sociales, que los as-
pectos formales del quehacer público. Al 
respecto Kliksberg, afirma: 

“Los procesos organizacionales van mu-
cho más allá,  En la gerencia moderna 
se ha demostrado claramente que las 
organizaciones privadas y públicas que 
logran la excelencia no llegan a ella por 
medio de minuciosos reordenamientos 
formales sino, entre otras cosas, a través 
de su capacidad para identificar la 
agenda de decisiones claves, el desarro-
llo de la red de contactos, la participa-
ción del personal, las innovaciones, la 
flexibilidad, las políticas de imagen efi-
cientes, las relaciones con el medio, y el 
desarrollo de aptitudes para lidiar con 
la complejidad. Cabe destacar que in-
cluso se ha llegado a demostrar a través 
de mediciones que los componentes 
formales representan un porcentaje 
muy reducido de la productividad final 
de las organizaciones. 

Los problemas de desorden formal exis-
tentes en el campo social son un obstá-
culo y deberían ser resueltos, pero es 
imprescindible trascenderlos para lograr 
una eficacia real.” (Kliksberg, 1999: 
436). 

Estas prácticas autosuficientes de la ge-
rencia, que superan las condiciones del con-
texto, así como con capacidad para trans-
formar esas condiciones, ha promovido, en 
algunos casos, actos y libertades a los jerar-
cas que derivaron en pérdidas millonarias, 
al administrar recursos contra la pobreza en 
actividades ajenas para las cuales estaban 
destinadas. (Merino del Río, 1998 y 1999).  

El destacar las determinaciones sociales 
a los fenómenos sociales no es ningún ab-
surdo ni un mito, sin embargo, no es posible 
negar que los individuos tengan pensamien-
tos, actitudes y prácticas distintas a los otros, 
tampoco es posible afirmar que todos los 
individuos tengan iguales capacidades, pues 
las influencias de las personas sobre deter-
minados aspectos es también diferencial, 
como mayor razón en los individuos geren-
tes sociales, que tienen una autoridad con-
ferida por el poder estatal. Sin embargo, el 
poder formal de los gerentes o la capacidad 
para decidir, mover recursos y disponer del 
trabajo de las personas para obtener preci-
sos resultados, como se ha argumentado, no 
es absoluto, es relativo, según la naturaleza 
de los trabajos, de las condiciones como se 
realiza el trabajo y de quienes efectúan las 
labores, pero también las regulaciones nor-
mativas y la cultura de las organizaciones 
son aspectos que inciden en los resultados.  

Al respecto, un Seminario Interregional 
de las Naciones Unidas, destacaba la impor-
tancia de las poblaciones en las reformas 
administrativas, así mencionaba: 

“Los servicios públicos pueden ser orga-
nizados en sectores centrales, locales o 
de empresas públicas, pueden ser cen-
tralizados o descentralizados, pero el 
modo de funcionar ha de depender de 
la gente empleada en ellos. Toda re-
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forma administrativa en gran escala 
debe tomar plenamente en considera-
ción la capacidad, los valores y la acti-
tud de la gente. El cambiar o modificar 
la estructura del mecanismo de gobier-
no, sin considerar estos factores, es más 
que probable que sea de escasa utilidad 
... un cambio de actitud de la gente ser-
ía un factor indispensable para el éxito 
de los esfuerzos en materia de reformas 
administrativas, cualesquiera que fuese 
los problemas prácticos de las refor-
mas.9” 

Sin embargo, en los productos del que-
hacer del gerente social, las condiciones so-
ciales en dónde y para quiénes se realizan 
las intervenciones sociales tienen una decisi-
va determinación adicional. De este modo, 
el poder del gerente social en la organiza-
ción se relativiza en el medio social de su 
actuación. En tal sentido, serán las carac-
terísticas, necesidades, aspiraciones, etc., de 
los grupos sociales excluidos y pobres, los 
elementos que deberán tomarse en cuenta 
para movilizar los recursos necesarios para 
modificar la situación en la que se encuen-
tran, así como serán las peculiaridades so-
ciales de los grupos y su medio, las que de-
terminen la pertinencia o impertinencia de 
las decisiones y acciones de la gerencia so-
cial. Esto es, los grupos sociales excluidos 
serán sujetos de la intervención de la geren-
cia social y de ningún modo objetos. La con-
sistencia y pertinencia de lo efectuado por 
la gerencia, no se define en sí misma, sino en 
relación dependiente con las poblaciones a 
las cuales se dirige su acción. Las acciones 
arbitrarias e impuestas por el poder estatal 
o gerencial a las poblaciones, sin tomar en 
cuenta sus peculiaridades, tendrán resulta-

                                               
9 Naciones Unidas. “Seminario interregional sobre 
reforma administrativa en gran escala en los países 
en desarrollo”. Brighton, Inglaterra. p. 23. (Tomado 
de: Kliksberg, B. 1993: 66).  

dos distintos e inesperados a los propuestos, 
así como gastos inútiles y dispendiosos inde-
pendientemente de sus montos. 

“En particular merece destacarse el 
abandono creciente de la ilusión infun-
dada de que el management empresa-
rial privado pueda trasladarse mimética 
y mecánicamente a las Administraciones 
públicas. Esta ilusión sigue desde luego 
todavía presente en la práctica (no 
siempre ingenua) de muchas empresas 
consultoras y en cabeza de algunos polí-
ticos y administradores que siguen im-
propiamente creyendo que el mana-
gement es un repertorio de técnicas de 
gestión perfectamente intercambiables 
entre la empresa y las Administraciones 
públicas.”(Prats, 2003: 184). 

Considerar que la intervención del Es-
tado puede ser consistente y coherente con 
la acción individualista y desarticulada de 
los gerentes sociales, es suponer que el ejer-
cicio de la función pública es una labor des-
articulada, donde sólo interesa los ingresos 
que proporciona. En Costa Rica por ejem-
plo, el Plan Nacional para la Prevención, 
Eliminación Progresiva del Trabajo Infantil y 
la Protección de la Persona Adolescente 
Trabajadora, no posee la efectiva acción 
concertadora e integradora de las acciones 
interinstitucionales, para ser solamente el 
cumplimiento cuantitativo de actividades 
desarticuladas, temporal y espacialmente. 
Esto es, se respeta la apariencia de un Plan, 
pero sin existencia real. La política social 
para niños y adolescentes trabajadores en 
Costa Rica, es tan sólo un discurso que legi-
tima quehaceres y metas institucionales, sin 
relación real entre instituciones y sin cono-
cimiento de la problemática ni de las labo-
res necesarias para paliar, evitar o resolver 
la situación de los jóvenes y niños trabaja-
dores. En dicho “Plan” la intervención de 
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instituciones públicas con ONGs parecía una 
interesante propuesta, sin embargo, sólo fue 
la sumatoria de acciones, que pueden 
haber fundado la captación y recaudación 
de ingresos y recursos para dichas entidades, 
pero de ninguna manera la realización y 
cumplimiento de las tareas necesarias para 
combatir la pobreza, la cual tiene en los 
niños trabajadores, las primeras víctimas de 
la creciente desigualdad social (Huaylupo, 
2002). 

La magnificación de la gerencia en las 
actividades públicas en Costa Rica, ha deri-
vado en convertir el gasto social en inversión 
y en rentabilidad privada, así por ejemplo, 
la salud pública es fuente de captación de 
excedentes para el Estado, al maximizar el 
uso de los recursos, del trabajo humano y 
del abaratamiento y degradación de la 
atención en salud, pero también posibilita el 
crecimiento extraordinario de los servicios en 
salud al transferir atenciones de los asegu-
rados a empresas y clínicas privadas, los 
cuales son pagados con recursos públicos 
(Sojo, 2002).  Asimismo, las contribuciones 
obligatorias de los trabajadores para los 
fondos de pensiones en las entidades finan-
cieras privadas, sin regulación ni control, 
proporcionan capitales baratos para la in-
versión, el préstamo o la especulación, pero 
no garantizan pensiones seguras ni dignas a 
los trabajadores. De modo similar, la estruc-
tura tributaria regresiva y automática para 
con los asalariados10, contrasta con las ex-
cepciones tributarias para las empresas 
trasnacionales y los permisivos controles que 
posibilitan la elusión y evasión tributaria 
                                               
10 Existe un proyecto de ley en la Asamblea Legislati-
va de Costa Rica, que propone gravar entre el 20 y 
45% los ingresos por concepto de pensiones a los 
trabajadores. Diario La Nación. San José, 6 de junio 
del 2003. 

para los empresarios. El incentivo para la 
ganancia privada es promocionado por el 
Estado, a partir de los recursos públicos, co-
mo es el pago a las generadoras privadas 
de electricidad de deben ser comprados 
obligatoriamente y con sobreprecios por la 
empresa estatal, o en otros muchos casos, 
posibilitando el encarecimiento del costo de 
vida y sacrificando el consumo y bienestar 
de familias vulnerables por pobres y asala-
riados. 

Esto es, la transformación del Estado en 
Costa Rica no ha tenido por objeto el man-
tener, mejorar o ampliar las funciones 
públicas del Estado, por el contrario ha dis-
minuirlas y reasignar recursos presupuestales 
hacia actividades que promocionan e incen-
tivan las actividades empresariales privadas 
y en la búsqueda de equilibrios macroe-
conómicos. Así, por ejemplo, los procesos de 
planificación han sido erradicados en la 
práctica estatal y los presupuestos sólo tie-
nen validez formal, dado que han sido con-
vertidos en límites para el acceso de recursos 
necesarios para el cumplimiento de las la-
bores y para el caso costarricense, constitu-
yen referencias cuantitativas que en todos 
los casos deben ser obligatoriamente subeje-
cutadas, por disposición de las autoridades 
presupuestarias. De modo similar, algunos 
impuestos destinados por leyes a financiar 
acciones de beneficio social, son apropiados 
para ser dispuestos según las prioridades y 
liquidez gubernamental11, convirtiendo de 

                                               
11 Existen precedentes que legaliza el incumplimiento 
de las leyes, que captan tributos para fines específicos 
para ser usados según prioridades del Gobierno, de 
modo similar se ha dado con la aprobación de la Ley 
de Contingencia Fiscal, a fines del 2002, se violenta 
“transitoriamente” otras leyes establecidas, que for-
talece la estructura tributaria regresiva del Estado, 
que contrasta con la flexibilidad como se brindan 
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esta manera a los presupuestos y captacio-
nes tributarias para paliar la pobreza y sus 
efectos, en recursos para un liberal manejo 
gubernamental. En este sentido, esta muy 
lejana la consideración de la gerencia públi-
ca, como determinadora del buen uso y la 
calidad de la atención y de los servicios so-
ciales a las poblaciones necesitadas, así co-
mo se relativizan las formas de control y 
supervisión, la rendición de cuentas o el ac-
countability horizontal. 

El mayor deterioro social ocurrido en los 
países latinoamericanos no se ha debido 
exclusivamente al liquidado Estado Bene-
factor, ni por los procesos burocráticos de las 
instituciones públicas, las transformaciones 
estatales que vienen ocurriendo desde me-
diados de la década del ochenta, han sido 
decisivas en la modificación de la función 
pública, violentando el orden institucional y 
burocrático de cada sociedad. Las institu-
ciones sociales con las “reformas” han debili-
tado o han abandonado la capacidad para 
compensar los desequilibrios sociales gene-
rados en un sistema excluyente, lo cual es 
causa y consecuencia del debilitamiento de 
la democracia y el incremento de poderes 
autocráticos en la administración guberna-
mental costarricense (Huaylupo, 2003b). 

El Estado Benefactor, desde su gesta-
ción histórica, sólo paliaba la desigualdad 
existente, no se proponía ni estaba en capa-
cidad de superar la iniquidad generada por 
el sistema imperante, a riesgo de violentar 
la sociedad de la cual dependía. Esto es la 
inefectividad para combatir la pobreza, no 
era ni es por la ineficiencia en la conducción 
de los procesos administrativos, sino por con-

                                                                       
posibilidades de exoneración, elusión y evasión tribu-
taria a empresarios extranjeros.  

sideraciones sociales imperantes nacional e 
internacionalmente y por la transformación 
radical de la función estatal.  

Asimismo, debe especificarse que los re-
cursos usados por el Estado, las ONGs o los 
proporcionados por donaciones internacio-
nales, destinados a paliar los efectos sociales 
y humanos de la pobreza, no inciden en las 
causas que la generan o recrean, lo cual no 
significa de modo alguno un desperdicio, 
pues los recursos empleados en los pobres 
son redistributivos hacia el conjunto de la 
sociedad y particularmente hacia los sujetos 
u organizaciones vinculados con su precario 
consumo. Así por ejemplo, los bonos de vi-
vienda en Costa Rica, tienen una funciona-
lidad que trasciende la satisfacción de las 
necesidades ciudadanas, para ser recursos 
que van ha ser captados por las empresas y 
propietarios que materializan los bienes y 
servicios demandados por los pobres a pre-
cios equivalentes a los bonos. Esto es, las 
necesidades de los pobres hacen que los re-
cursos dirigidos hacia ellos se redistribuyan 
inmediata y velozmente, constituyendo de 
esta manera en un medio para dinamizar 
las relaciones económicas en el ámbito es-
pacial de la acción pública hacia los pobres. 
El uso de bonos de vivienda también han 
contribuido con la creación clientelas políti-
cas electorales de los dos partidos mayorita-
rios, reproduciendo a la clase política nacio-
nal12 y creando vínculos de supeditación 
política. 

                                               
12 La democracia costarricense se empobrece ante un 
precario dinamismo político, sin significativa distin-
ción ideológica ni programática entre los partidos 
mayoritarios y donde los personajes de la clase políti-
ca subordinan a los partidos y son a la vez empresa-
rios, representantes, asesores, socios o funcionarios de 
grandes empresas privadas, llegando a conformar 
auténticas alianzas empresariales y políticas que se 



¿De la política pública a la nueva gerencia pública? Una dimensión de la reforma del Estado en Costa Rica 

El dinero destinado a los pobres para 
financiar actividades económicas familiares, 
como las efectuadas por la Organización 
Internacional de Trabajo para apoyo 
económico a desplazados y refugiados, o 
por el Instituto Mixto de Ayuda Social 
(IMAS) para las mujeres jefes de familia, 
tiene garantizado y supervisado su empleo 
en materiales y equipos, mas no existe se-
guimiento ni sustento viable en los negocios 
de los pobres, los cuales en muchos casos 
terminan “comiéndose” las ganancias para 
terminar sin equipos y endeudados. Esto es, 
las relaciones de iniquidad y desigualdad 
social han creado un círculo perverso que 
recrea pobreza, que absorbe y desfalca sus 
recursos, trabajos y calidad de vida. La ac-
ción del Estado hacia los pobres es quizás 
una de las últimas oportunidades de super-
vivencia de los pobres, así como es una ne-
cesidad para dinamizar las relaciones 
económicas y empresariales en los ámbitos 
locales.  

La renuncia a la realización de acciones 
públicas a favor de los pobres, es una viola-
ción de sus derechos ciudadanos y la demo-
cracia, que incide negativa y directamente 
en la dinamización de las relaciones econó-
micas que promuevan el consumo y la pro-
ducción para las mayorías. El abaratamien-
to del valor del trabajo a precios “africani-
zados” para producir y vender competiti-
vamente mercancías para el consumo in-
ternacional, es un atentado contra el bien-
estar, la soberanía y el desarrollo nacional, a 
la vez que es la reconstitución atrasada de 
un Estado propietario, de una plutocracia. 

                                                                       
expresan en el financiamiento de las campañas polí-
ticas, así como en el ejercicio parcializado de la 
práctica estatal.  

Los cambios en el Estado suponen e im-
plican modificaciones en las relaciones de 
poder en la sociedad, que inciden directa-
mente en su orientación y práctica política 
hacia todos los actores sociales. La imposibi-
lidad estatal de regulación de la sociedad es 
la pérdida de su poder social, producto de 
convulsiones ocurridas en las desiguales re-
laciones en la sociedad. El poder privado ha 
ocupado el poder estatal al no tener oposi-
ción, resistencia, fuerza contestaria ni propo-
sitiva en la sociedad por parte de los no 
propietarios y de sus organizaciones. Los 
proyectos políticos y sociales de las mayorías 
en América Latina, han sido inviables, co-
rrompidos o derrotados política, ideológica, 
orgánica o militarmente. La debilidad polí-
tica del Estado es la manifestación de la 
perdida de autonomía relativa que tenía 
en el pasado, por ello carece de protago-
nismo como mediador y regulador de la 
sociedad. Hoy en día los empresarios, dentro 
y fuera de los gobiernos y la burocracia de 
empresas trasnacionales, son los decisores de 
la acción estatal en la sociedad. La sociedad 
costarricense conservadora, pacifista y de-
mocrática se desdibuja ante las radicales, 
beligerantes y autoritarias manifestaciones 
de los empresarios y el gobierno, contra los 
proyectos del bien común, reivindicaciones 
sociales y laborales (Chomsky, 2001; Sen, 
2000).  

Los cambios en el Estado suponen e im-
plican modificaciones en las relaciones de 
poder en la sociedad, que inciden en su 
orientación y práctica política hacia todos 
los actores sociales. La imposibilidad estatal 
de regulación social o la pérdida de poder, 
ha significado el incremento de la injerencia 
privada en el ejercicio estatal. 



Revista Centroamericana de Administración Pública (48-49): 89-116, 2005 

 

15 
 

La reedición del Estado Benefactor no 
es posible, porque no es un objeto, fue pro-
ducto de un largo e inédito proceso históri-
co. El rescate de lo democrático y de la fun-
ción social y reproductora de la sociedad, 
será el resultado de la voluntad de las co-
lectividades, las que condicionarán un nue-
vo orden político e intervención social, dis-
tinta del Estado Benefactor y del Estado 
liberal contemporáneo.  

 
IV. LA INDIVIDUALIZACIÓN EN LA 
SOCIEDAD GLOBAL Y LA LIQUIDACIÓN 
COYUNTURAL DE LO PÚBLICO 

La sobreponderación de lo gerencial y 
la instauración de la NGP en la gestión de 
las organizaciones estatales, reproduce for-
mas de poder de la administración taylo-
riana, piramidal y autocrática en el que-
hacer administrativo, así como desarraiga a 
las instituciones del Estado de su relación 
con el cumplimiento de las funciones públi-
cas. La individualización de la gestión, tam-
bién individualiza los resultados de la colec-
tividad laboral, así lo expresan los premios, 
incentivos, sanciones o despidos a los funcio-
narios. La evaluación del desempeño es uno 
de los medios, a través del cual, se ponderan 
los trabajos individuales, sin consideración 
de la división del trabajo, de los comple-
mentos funcionales en la organización, de 
las especificidades laborales, ni de las formas 
de mando y jerarquías existentes. De esta 
manera, las evaluaciones de desempeño, se 
convierten en valoraciones y mediciones 
efectuadas desde y para el poder, según los 
criterios unilaterales de un poder autosufi-
ciente (Huaylupo, 1995).  

Los supuestos benchmarks de algunos 
Estados, prácticas públicas o actuaciones 

gerenciales, no pueden ser puntos para una 
acción pública pertinente, por una historia 
arraigada a la constitución y cotidianidad 
de toda práctica política estatal. La imita-
ción de las formas o estructuras jurídicas, 
administrativas y organizacionales, adecua-
das a otras realidades, son caricaturas 
monstruosas en otros contextos. Por ello 
Kliksberg afirma: 

“… la mayor parte de los problemas que 
se presentan no estaban en la planifica-
ción previa y tampoco estaban dentro 
de los supuestos más probables. Fueron 
deviniendo de la realidad, porque la 
realidad implica que de pronto hay re-
cortes en el gasto social, que cambiaron 
al Ministro, que un grupo local ha ar-
mado una coalición de poder para im-
pedir que los suministros lleguen por tal 
lado y trata de que lleguen por el otro, 
y así sucesivamente, y además múltiples 
variables que derivan de la dinámica 
con la comunidad con la que se está ac-
tuando”. (Kliksberg, 1997: 106). 

El reconocer el dinamismo social y las 
peculiaridades, relativiza los logros geren-
ciales, sin embargo arraigado peso interpre-
tativo individualista, impide darle una di-
mensión histórica, social y política a la ges-
tión pública, pues se reafirma una interpre-
tación que niega que la acción y determi-
nación colectiva a los resultados de la inter-
vención estatal.  

Se debería marchar hacia un tipo de 
gerencia más sofisticada que atienda la 
impredecibilidad y variabilidad que 
surge de la práctica de la gestión social. 
…  

Debemos entrenar recursos humanos 
para ese tipo de trabajo, que requiere 
un perfil ad hoc. Por ejemplo, uno de los 
rasgos del perfil de un gerente que pue-
da hacer gerencia adaptativa, es que 
tiene que haber un cambio muy impor-
tante en estructuras mentales básicas…  
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Se necesita un gerente social con altísi-
ma sensibilidad hacia la comunidad, 
que esté sintonizado con la gente.” 

(Kliksberg, 1997: 106-107). 

Es necesario agregar, a lo afirmado por 
Kliksberg (1997), que no es posible estar 
preparado ni entrenado para lo imprevisi-
ble y desconocido, como errado suponer el 
cambio intencionado de las estructuras 
mentales y de culturas, a los requerimientos 
futuros de las empresas o del mercado. Esta 
visión, es continuadora de la interpretación 
de los procesos administrativos como activi-
dades técnicas y la de apreciar el trabajo 
del gerente como un “arte”, con lo cual ale-
ja la posibilidad de concebir a la adminis-
tración como ciencia, así como el limitar la 
explicación de los resultados de la actividad 
gerencial. Asimismo, el destacar la sensibili-
dad social del gerente y no participación 
ciudadana de su destino, es una omisión de 
interpretaciones individualistas de procesos 
sociales.  

La configuración del gerente efectuan-
do una labor técnica o voluntarista, encubre 
implícitos y propósitos políticos que se en-
cuentran presentes en todo proceso que 
interviene en las relaciones sociales e institu-
cionales, así como se encuentra presente en 
el diseño, aprobación y ejecución de accio-
nes. Así por ejemplo, Geddes (1994) y Eaton 
(2001), postulan que la centralidad del po-
der político marca las diferencias en la efec-
tividad para derrotar a los grupos que se 
oponen a las reformas en las administracio-
nes públicas, o la posición de Haggard 
(1995), que muestra que el poder concen-
trado del órgano ejecutivo del Estado, tiene 
la capacidad de disciplinamiento, así como 
de subordinar a los parlamentos para que 
aprueben los cambios al quehacer de la 

función pública, o incluso las tácticas de es-
trategia política que sugiere el Banco Mun-
dial (1997), para alterar las cuotas de poder 
de quienes adversan las reformas, recon-
formando grupos para dividir a los oposito-
res e incluso hacer que aumente la influen-
cia de los grupos que serán favorecidos con 
las reformas. Esto es, el ejercicio estatal es 
concebido como una práctica manipulado-
ra y excluyente, luego, contraria al interés 
general de la sociedad y negación de lo 
público. El desprecio a la democracia es sólo 
una muestra que los cambios en el aparato 
del Estado, no son de modo alguno cosméti-
cos, tienen una dimensión trascendente que 
altera el devenir de las relaciones internas a 
los países, así como muestran su dependen-
cia con las condiciones del poder mundial.  

Las transformaciones a los Estados son 
una expresión política de la privatización de 
lo público, por los procesos autocráticos por 
ser exclusivos los actores y los intereses de los 
beneficiarios. Con la individualización de la 
gestión pública, se exime al Estado del 
cumplimiento de las garantías públicas, 
para ser una responsabilidad ciudadana y 
le asigna una función relacionada con el 
equilibrio fiscal y macroeconómico que ge-
neran las relaciones económicas. La integra-
ción de las sociedades del mundo o la inter-
dependencia social, son evidencias de lo 
absurdo de las interpretaciones y prácticas 
que sólo contemplan las intervenciones de 
actores individuales, arbitrarios y excluyen-
tes.  

La individualización o la desaparición 
de la política pública, a partir de la geren-
cia pública, responsabiliza crecientemente a 
la población el cumplimiento de funciones 
asignadas históricamente al Estado. Así, la 
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seguridad pública ha sido trasladada a ser 
una responsabilidad de cada individuo, 
quienes deben garantizar su propia integri-
dad física y propiedades, por ello el crecien-
te uso y compra de armas de todo tipo, así 
como, ha ocasionado la proliferación de 
negocios privados que custodian residencias, 
barrios, bienes y personas, sobre los cuales 
no se tiene registro y menos aún control de 
sus actividades, lo cual es fuente de mayor 
inseguridad individual y pública. Asimismo, 
se traslada a los individuos y las comunida-
des parte de la atención de la salud, la lim-
pieza pública y otras actividades que el 
Estado desempeña precariamente. De mo-
do similar ocurre con la educación estatal, 
donde se incrementa las responsabilidades a 
los padres de familia para el financiamiento 
para materiales, equipos y mantenimiento 
de la infraestructura educativa, así como en 
la propia educación de los hijos. No es dis-
tinta la tendencia en el arreglo de calles, 
donde los conductores y vecinos deberán 
contribuir con dinero y trabajo en la repa-
ración de las calles para evitar accidentes, 
etc.  

Los conocimientos que son inherentes a 
todo ser humano y que han sido la fuente 
para el constante y permanente progreso 
de las ciencias y de las sociedades, también 
se están privatizando. Los conocimientos del 
pasado y del presente que son base de nue-
vas explicaciones y aplicaciones, están sien-
do apropiados y mercantilizados. El patri-
monio cognoscitivo de la humanidad se ha 
convertido en propiedad privada, ampara-
da y protegida por los Estados y por Orga-
nización Mundial del Comercio (OMC). 
Apropiarse de los saberes de las culturas, de 
las experiencias, de la imaginación, de las 
creaciones y los sueños de los científicos y 

pueblos del mundo, es sin duda, una nueva 
forma de esclaviza y subordina a los huma-
nos y sus pensamientos a la lógica de la va-
lorización del capital, lo cual tendencial-
mente sumirá a la ignorancia y excluirá de 
sus beneficios a millones de habitantes del 
mundo, así como, se perderá definitivamen-
te la función educativa pública de difundir 
y crear nuevos conocimientos13. 

El abandono del Estado de las funciones 
públicas, puede ser interpretado desde la 
perspectiva liberal, como el estimulo para el 
surgimiento de nuevas relaciones y redes 
que sustituyan el cumplimiento dichas fun-
ciones, para eliminar el Estado Benefactor y 
sus efectos fiscales. Sin embargo, lo que oca-
siona es el incremento de la polaridad social, 
dado que serán significativamente menores 
quienes podrán destinar sus ingresos para la 
subsistencia en actividades de beneficio co-
munitario. El deterioro urbanístico, educati-
vo, salud pública, seguridad laboral y públi-
ca, etc., es una consecuencia de la elimina-
ción de la política pública o social por parte 
del Estado.  

La privatización de lo público, es una 
consecuencia del ejercicio arbitrario de las 
facultades y capacidades de las sociedades, 
o mejor dicho, es la usurpación y arrogación 
del poder de los actores sociales. El poder, 
como una relación social, en la presente 
época liberal y privatizadora, se ha conver-
tido en un poder absoluto, antidemocrático, 

                                               
13 En la sociedad del conocimiento el Banco Mundial 
propone restringir la formación profesional y científi-
ca para evitar la desocupación y frustración de pro-
fesionales, es una contradicción que tiende a peren-
nizar la subordinación y desigualdad entre países, 
pero también condena a las personas, organizaciones 
y sociedades a ser simplemente consumidores, repe-
tidoras y compradoras de los conocimientos patenti-
zados por pocas empresas en el mundo.  
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sustentado en formulaciones jurídicas anti-
populares o en la fuerza de coacción y de 
represión de agentes encarnando intereses 
exclusivos. Este proceso en Costa Rica, ha 
comprometido incluso a las organizaciones 
que representaron contrapoderes a las em-
presas y el Estado, es el caso de algunos sin-
dicatos que son controlados por las patro-
nales y de algunos partidos políticos que se 
han convertido en propiedad de familias o 
de personajes que se creen amos y dueños 
de la voluntad de los afiliados, de los patri-
monios públicos y de la sociedad14.  

En general, las colectividades y los in-
tereses de la sociedad están ausentes en la 
gestión gubernamental, lo cual contrasta 
con la afirmación que postula la existencia 
ingobernabilidad15, cuando precisamente en 
el espacio social costarricense, aun se ponde-
ra favorablemente el consenso frente al 

                                               
14 En la pasada administración gubernamental cos-
tarricense del Dr. Abel Pacheco, que llego al poder 
con el Partido Unidad Social Cristiano (PUSC), se 
autonomizó del partido, para tener en el aparato 
estatal a sus parientes, amigos e incondicionales, 
poco o nada interesaba la  militancia, la capacidad 
y experiencia para el ejercicio público encomendado. 
Pero también el partido que le permitió el acceso a 
la silla presidencial, es un partido donde la influencia 
del expresidente de la República, Rafael Ángel Cal-
derón, hijo de otro presidente en la década del cua-
renta, tiene una influencia decisiva en el devenir de 
la organización. Asimismo, el segundo gobierno del 
Dr. Oscar Arias, no es distinto, tiene a su hermano 
como Ministro de la Presidencia, con extraordinarios 
poderes, sin trayectoria política ni pública, pero con 
trayectoria empresarial en la conducción de un po-
deroso grupo empresarial de la familia. 
15 La categoría ingobernabilidad fue acuñada en la 
década del setenta, con la Trilateral, donde empre-
sarios de potencias económicas mundiales y sus polí-
ticos, evaluaban la inconveniencia de la democracia 
para la expansión y crecimiento de sus inversiones en 
el mundo, por ello proponían “una democracia res-
tringida”, así como la restricción de todas las formas 
sociales y políticas que impidieran el gobierno de sus 
intereses. 

disenso o el conflicto en las relaciones entre 
la sociedad civil y el Estado. Las excepciones 
recientes han estado relacionadas con en los 
intentos de privatización o estrangulación 
del Instituto Costarricense de Electricidad 
(ICE), que es quizás la única institución que 
aún encarna los intereses nacionales y que 
goza del apoyo de los habitantes costarri-
censes y las luchas de resistencia contra por 
la aprobación del Tratado de Libre Comer-
cio, el cual tuvo incluso que ser definido en 
el primer referéndum aplicado en Costa 
Rica, por ser cuestionado como un Tratado 
que afectaba el desarrollo y soberanía na-
cional. 

La desaparición paulatina o radical de 
la función pública, significa el desfalco de los 
trabajadores, así como la pérdida de repre-
sentatividad democrática de la ciudadanía 
por parte del Estado. El fin del Estado Bene-
factor ha sido el inicio de la liquidación de lo 
público en la sociedad moderna, que ha 
convertido a los procesos de reforma de los 
Estados en reediciones de Estados atrasados, 
que amparan exclusivamente los intereses 
de los propietarios.  

El retroceso en los satisfactores y reivin-
dicaciones históricas de las poblaciones es 
evidente en las transformaciones estatales 
en América Latina, así como es endeble el 
respeto de los derechos ciudadanos y de la 
voluntad de los pueblos. Las imposiciones 
arbitrarias de los Estados están provocando 
resistencias, relativas subversiones y alterna-
tivas en diversos países latinoamericanos. 
Los pretendidos poderes omnímodos están 
creando manifestaciones sociales que rei-
vindican la historia social, la reconstrucción 
lo nacional y lo público, a través de nuevas 
formas democráticas. 
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El pensamiento único, no es sólo una 
ideología, es la representación de una sola 
clase que se impone ante otras, así como es 
la opción tiránica del interés ajeno y extraño 
al nacional y que se aproxima hacia la cons-
trucción de un opresivo poder mundial. 

 La nueva funcionalidad social del Es-
tado y su práctica administrativa con la 
NGP, guardan correspondencia con las 
drásticas modificaciones en la orientación 
del Estado en favor de la promoción, incen-
tivo, protección y representación de los sec-
tores empresariales en el país, lo cual es muy 
distinto de lo que se sugiere y que incluso 
puede estar haciéndose en Europa (Subi-
rats, Brugué y Gomà, 2002) y otros países 
del mundo.  

 
REGULACIÓN Y GOBERNANZA ¿SIN 

ESTADO? 

Las tendencias contemporáneas que 
han relativizado la presencia y acción del 
Estado, no sólo ha sido inspiración para la 
búsqueda de nuevas alternativas desde la 
sociedad que rescate lo público y la política 
pública. Así, se toman experiencias sociales 
donde se destaca el esfuerzo de comunida-
des para suplir el abandono estatal y las 
oportunidades del sistema. Los casos de Villa 
El Salvador en el Perú, los presupuestos par-
ticipativos en Porto Alegre, las Ferias de 
Agricultores (Kliksberg, 2003), en Venezuela 
y Costa Rica y las contribuciones públicas 
del cooperativismo costarricense, son algu-
nas de manifestaciones donde se aprecia la 
contribución social y cultural de las pobla-
ciones para construir o reconstruir lo público 
abandonado por los Estados.  

En este sentido, a nivel interpretativo se 
rescatan o se redefinen categorías para 
comprender los nuevos procesos sociales, de 
esta manera se recrea el capital social, la 
regulación y la gobernanza, o desde una 
perspectiva distinta que podría ser com-
plementaria, se asume que es el resurgi-
miento de lo público o la expresión de la 
socialidad y voluntad en un espacio y desti-
no compartido, como en parte se ha susten-
tado en el presente trabajo. 

El rescate de categorías regulación y 
gobernanza que estaban asociadas con la 
práctica estatal en el pasado, surgían como 
contrarias a las ideas neoclásicas de la eco-
nomía, que asumían el automatismo natu-
ral de las relaciones económicas y sociales de 
las poblaciones. En este sentido, la regula-
ción sustentaba la presencia y actuación de 
actores y factores extraeconómicos que in-
cidían en la producción y reproducción de la 
economía, elementos donde estaba el Esta-
do, así como la cultura e historia de los pue-
blos que contribuían a la viabilidad o invia-
bilidad de los procesos económicos (Polanyi, 
2003; Fajnzylber, 1983).  

En la coyuntura liberal, la regulación 
parte del reconocimiento de la existencia de 
patrones culturales, sectoriales, laborales, 
municipales, etc., que regulan el compor-
tamiento social, sin tener la mediación de la 
intervención estatal, lo cual es la asunción 
que los grupos y organizaciones se regulan a 
sí mismos, así como en su relación con otros 
grupos, con lo cual se niega la necesidad de 
intervención del Estado en la regulación de 
la sociedad, ni es requerido para la repre-
sentación de la totalidad de la sociedad 
(Prado, 2004; Vidal y Prat, 2005).  
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La posibilidad de autoregulación social 
sin intervención de poderes ajenos a la rela-
ción entre actores y organizaciones, no son 
las condiciones imperantes en la contem-
poránea realidad latinoamericano, pues 
asume que los grupos u organizaciones no 
requiere de un contexto social, político, etc., 
que viabilice su existencia y funcionamiento, 
lo cual es irreal en una sociedad cada vez 
más interdependiente. Esa posición sosteni-
da en momentos que se ha perdido demo-
cracia, incrementado las desigualdades ma-
teriales y políticas, disminuido, denigrado o 
eliminado las formas organizativas contes-
tarias, etc., constituye una validación de los 
procesos que atentan contra la democracia, 
el desarrollo y bienestar de las sociedades. 
Creer que el Estado ha dejado de tener im-
portancia en el devenir de las sociedades, sin 
haberse creado formas que regulen los in-
tereses posesivos de los propietarios, es con-
firmar la existencia formal de un Estado 
que solo formaliza o facilita las desiguales 
relaciones de poder entre actores sociales. 

La gobernance, una categoría usada en 
el siglo XIV y retomada a fines de la década 
del setenta, la cual esta referida a la forma 
de gobernar o de condicionar el comporta-
miento colectivo y en esa medida asociada, 
en el pasado y en el presente, con la consi-
deración teórica y valorativa sobre la regu-
lación (Vidal y Prats, 2005). 

El desencanto de las formas de poder 
estatal, de la política pública y de las visio-
nes que han denigrado su actuación, sin 
duda son motivaciones que contribuyen a 
imaginar formas democráticas que eliminen 
las contradicciones entre el Estado y la so-
ciedad. Así, la gobernanza se aleja de go-
bierno, como expresión coyuntural de Esta-

do, para suponer que la complejidad de las 
relaciones sociales y sus determinaciones, 
permiten explicar el devenir de las colectivi-
dades como un conjunto de redes interde-
pendientes que se condicionan y regulan sin 
la presencia ni condicionamiento guberna-
mental. La existencia de organizaciones que 
se gobiernen sin gobierno (Prado, 2004), o 
la de transformar las relaciones sociales y 
poderes sin tomar el poder (Holloway, 
2005), sin duda requiere de la transforma-
ción de las organizaciones privadas que se 
apropian del bienestar social, como tam-
bién de un contexto internacional democrá-
tico que lo posibilite. 

La conformación de un espacio local de 
autogobierno, en un contexto que atenta 
con la democracia y soberanía de las orga-
nizaciones y sociedades es una utopía en el 
presente, como lo podría ser el surgimiento 
de un nuevo pacto social sin Estado y sin 
dominación mundial. 

Si bien es posible apreciar que no todas 
las relaciones se encuentran condicionadas 
por el Estado, ni son de interés del capital 
transnacional, lo cual permite apreciar que 
el dinamismo social trasciende el poder polí-
tico estatal y del poder económico privado, 
pero ello supone la negación de lo nacional, 
que no es una ficción metafísica. Lo nacio-
nal es una realidad, no fijada por límites 
espaciales, sino por la conformación de una 
cultura y una historia común que condicio-
na el presente y el futuro. No es posible des-
arraigar el pasado y presente en el devenir 
ni de los espacios sociales, como tampoco 
suponer idénticas o similares capacidades y 
potencialidades a las poblaciones para ga-
rantizarse los medios para su bienestar.  
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